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Uno de los pilares fundamentales del constitucionalismo moderno ha sido 

siempre, y desde su inicio hace más de doscientos años, el principio de la 

supremacía constitucional que implica que la Constitución es ley suprema, 

fundamento del ordenamiento jurídico, que se impone a gobernantes y 

gobernados. Para garantizarla, particularmente frente al Legislador, en 

paralelo al principio de la supremacía, la Constitución formula el principio de 

la rigidez constitucional, al prever que su reforma está fuera del alcance del 

Legislador ordinario, y sólo puede efectuarse con la participación directa del 

pueblo mediante referendo a través de los procedimientos de revisión 

constitucional. 

Este principio de la rigidez constitucional, en Venezuela, durante la última 

década ha sido uno de los principios más violados por las múltiples reformas a 

la Constitución que se han aprobado mediante leyes y decretos leyes 

habilitados
1
 e, incluso, mediante mutaciones constitucionales formuladas por 

el juez constitucional,
2
 particularmente en relación con la estructura y 

concepción misma del Estado y del sistema económico.  

                                                 
∗
    Texto de la conferencia dictada en el Coloquio Iberoamericano de Derecho Constitucional, Max-

Planck Institute für ausländisches öffentliches recht und Völkerrecht, Heidelberg, 14 de 
septiembre de 2011.  

1
  Véase Allan R. Brewer-Carías, Reforma constitucional y fraude a la constitución (1999-2009), 

Academia de Ciencias Políticas y Sociales, Caracas 2009; y “Reforma Constitucional y fraude 

a la Constitución: el caso de Venezuela 1999-2009,” en Pedro Rubén Torres Estrada y Michael 

Núñez Torres (Coordinadores), La reforma constitucional. Sus implicaciones jurídicas y 
políticas en el contexto comparado, Cátedra Estado de Derecho, Editorial Porrúa, México 

2010, pp. 421-533. Véanse además todos los estudios sobre los Decretos Leyes de 2008 y la 

implementación fraudulenta de la reforma constitucional rechazada en 2007, publicados en la 

Revista de Derecho Público, No 115 (Estudios sobre los decretos leyes), Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas 2008. 

2  Véase Allan R. Brewer-Carías, “El juez constitucional al servicio del autoritarismo y la 

ilegítima mutación de la Constitución: el caso de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo 

de Justicia de Venezuela (1999-2009)”, en Revista de Administración Pública, No. 180, Madrid 

2009, pp. 383-418; “La fraudulenta mutación de la Constitución en Venezuela, o de cómo el 

juez constitucional usurpa el poder constituyente originario,”, en Anuario de Derecho Público, 
Centro de Estudios de Derecho Público de la Universidad Monteávila, Año 2, Caracas 2009, 



La Constitución 1999, en efecto, define al Estado como un Estado 

Democrático y Social de Derecho y de Justicia con la forma de un Estado 

federal descentralizado, de lo que deriva que el Estado Constitucional es une 

Estado Federal descentralizado, Democrático y Social de Derecho y de 

Justicia,
3
 que se ha estructurado sobre tres sistemas político constitucionales: 

En primer lugar, un sistema de control de poder, al establecer el principio 

fundamental de la separación de poderes A(entre cinco y no sólo tres poderes 

del Estado, pues además de los clásicos Legislativo, Ejecutiv0 y Judicial, se han 

incluido el Poder Electoral y el Poder Ciudadano, regularizándose la autonomía 

de viejos órganos constitucionales; y u sistema de distribución vertical del 

Poder Público en tres niveles territoriales, entre el Poder Nacional, el Poder de 

los Estados y el Poder Municipal (art. 136), cada uno con autonomía política y 

debiendo tener siempre un gobierno de carácter “electivo, descentralizado, 

alternativo, responsable, pluralista y de mandatos revocables.” 

En segundo lugar un sistema político democrático, de democracia 

representativa mediante la elección de los representantes por sufragio directo, 

universal y secreto, es decir, de democracia indirecta, que siempre posibilita la 

participación política, enriquecida con elementos de democracia directa, al 

preverse todos los tipos imaginables de referendos (aprobatorios, abrogatorios 

y revocatorios), las consultas populares y las asambleas de ciudadanos. 

En tercer lugar, un sistema económico conforme a un modelo de 

económico de economía mixta, basado en el principio de la libertad como 

opuesto al de economía dirigida, similar al que existe en todos los países 

contemporáneos desarrollados de Occidente,
4
 con la participación del Estado 

                                                                                                                                                     
pp. 23-65; “La ilegítima mutación de la Constitución por el juez constitucional y la demolición 

del Estado de derecho en Venezuela,” en Revista de Derecho Político, No. 75-76, Homenaje a 

Manuel García Pelayo, Universidad Nacional de Educación a Distancia, Madrid, 2009, pp. 289-

325. 
3   Véase el estudio de la Constitución en cuanto a la regulación de este modelo de Estado 

Constitucional en Allan R. Brewer-Carías, La Constitución de 1999. Derecho Constitucional 
venezolano, 2 tomos, Caracas 2004. 

4
  Véase sobre la Constitución Económica, lo que hemos expuesto en Allan R. Brewer-Carías, La 

Constitución de 1999. Derecho Constitucional Venezolano, Tomo II, Editorial Jurídica 

venezolana, Caracas 2004 pp. 53 ss; y en “Reflexiones sobre la Constitución Económica” en 

Estudios sobre la Constitución Española. Homenaje al Profesor Eduardo García de Enterría, 
Madrid, 1991, pp. 3.839 a 3.853. Véase, además, Henrique Meier, “La Constitución 

económica”, en Revista de Derecho Corporativo, Vol. 1, Nº 1. Caracas, 2001, pp. 9-74; 
Dagmar Albornoz, “Constitución económica, régimen tributario y tutela judicial efectiva”, en 

Revista de Derecho Constitucional, Nº 5 (julio-diciembre), Editorial Sherwood, Caracas, 2001, 

pp. 7-20; Ana C. Nuñez Machado, “Los principios económicos de la Constitución de 1999”, en 

Revista de Derecho Constitucional, Nº 6 (enero-diciembre), Editorial Sherwood, Caracas, 

2002, pp. 129-140; Claudia Briceño Aranguren y Ana C. Núñez Machado, “Aspectos 



como promotor del desarrollo económico, regulador de la actividad 

económica, y planificador con la participación de la sociedad civil. En 

definitiva, es un sistema de economía social de mercado que se basa en la 

libertad económica, pero que debe desenvolverse conforme a principios de 

justicia social.  

Ese sistema estatal de Estado Federal Descentralizado Democrático Social 

de Derecho y de Justicia, y su sistema de economía mixta se trató de cambiar 

radicalmente, mediante una propuesta formulada por el Presidente de la 

República Hugo Chávez en 2007, recién reelecto en la Presidencia (2006), 

para sustituirlo por un sistema de Estado Socialista, centralizado, Militarista y 

Policial
5
 montado sobre los siguientes tres sistemas políticos constitucionales 

antagónicos a los del Estado Constitucional:  

Primero, un sistema de concentración del Poder del Estrado en el Poder 

Ejecutivo, con el apoyo militar; y además, por la completa centralización del 

poder por el desmantelamiento de la federación y la minimización del régimen 

municipal. 

En segundo lugar, un sistema democrático exclusivamente de democracia 

directa, excluyente de la representatividad y el sufragio. 

Y en tercer lugar, un sistema de economía socialista de planificación 

centralizada donde desaparecía de la Constitución la garantía de la libertad 

económica y se reformaba el artículo relativo al derecho de propiedad, de 

manera de eliminar su garantía, y sólo reconocerse y garantizarse “las 

diferentes formas de propiedad”, las cuales se enumeraban “La propiedad 

                                                                                                                                                     
económicos de la nueva Constitución”, en Comentarios a la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela, Vadell Hermanos, Editores, Caracas, 2000, pp. 177 y ss.  

5
  Véase Allan R. Brewer-Carías, Hacia la Consolidación de un Estado Socialista, Centralizado, 

Policial y Militarista. Comentarios sobre el sentido y alcance de las propuestas de reforma 
constitucional 2007, Colección Textos Legislativos, No. 42, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas 2007; Allan R. Brewer-Carías, La reforma constitucional de 2007 (Comentarios al 
Proyecto inconstitucionalmente sancionado por la Asamblea Nacional el 2 de noviembre de 
2007), Colección Textos Legislativos, No.43, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2007; 
“Estudio sobre la propuesta presidencial de reforma constitucional para la creación de un 

Estado Socialista, Centralizado y Militarista en Venezuela (análisis del anteproyecto 

presidencial, agosto 2007,” en Anuario da Facultade de Dereito da Universidade da Coruña, 
Revista jurídica interdisciplinaria internacional, Con. 12, La Coruña 2008, pp. 87-125; “Hacia 
la creación de un Estado Socialista, Centralizado y Militarista en Venezuela. Análisis de la 

propuesta presidencial de reforma constitucional,” en Estudios Jurídicos, Volumen XIII, Enero 

2004-Diciembre 2007, Asociación Hipólito Herrera Billini, Santo Domingo, República 

Dominica 2008, pp. 17-66; “Estudio sobre la propuesta presidencial de reforma constitucional 

para la creación de un Estado Socialista, Centralizado y Militarista en Venezuela (Agosto 

2007)”, Revista de Derecho Público”, No. 111, (julio-septiembre 2007), Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas 2007, pp. 7-42 



pública” que era “aquella que pertenece a los entes del Estado;”  la propiedad 

social que era aquella “que pertenece al pueblo en su conjunto y las futuras 

generaciones;”  “la propiedad colectiva” que era “la perteneciente a grupos 

sociales o personas, para su aprovechamiento, uso o goce en común;” “la 

propiedad mixta” que era “la conformada entre el sector público, el sector 

social, el sector colectivo y el sector privado, en distintas combinaciones;” y 

“la propiedad privada” que era “aquella que pertenece a personas naturales o 

jurídicas y que se reconoce sobre bienes de uso, consumo y medios de producción 

legítimamente adquiridos.” Estos cambios, al decir de voto salvado emitido 

por uno de los Magistrados que más contribuyeron en los años recientes desde 

el Tribunal Supremo, al afianzamiento del régimen autoritario, constituía, ni 

más ni menos, que una “transformación de la estructura del Estado, particularmente 

“al limitar la propiedad privada solo sobre bienes de uso, es decir aquellos que una 

persona utiliza (sin especificarse en cual forma); o de consumo, que no es otra cosa 

que los fungibles,”
6
 la cual sin duda, requería de una revisión constitucional mediante 

una Asamblea Constituyente.  

La Constitución en efecto, prevé tres procedimientos de revisión constitucional: la 

Enmienda constitucional, la Reforma constitucional y la Asamblea Nacional 

Constituyente, reservándose para las grandes transformaciones del Estado el último de 

los procedimientos que debía iniciarse mediante un referendo.
7
  El Presidente de la 

República, sin embargo, prefirió el segundo de los procedimientos y presentó en 

agosto de 2007 un proyecto de reforma Constitucional a la Asamblea Nacional, 

seguro de su aprobación pues desde 2005 la bancada oficialista de la misma dominaba 

la totalidad de la Legislatura, dada la abstención de los partidos de oposición de 

participar en las elecciones parlamentarias de aquél año.  

Al ser el procedimiento de revisión constitucional elegido evidentemente 

inconstitucional, el mismo fue impugnado ante la Sala Constitucional del Tribunal 

Supremo, el cual sin embargo se negó a conocer de las acciones de 

inconstitucionalidad, considerándolas como “improponibles.”
8
 La consecuencia fue 

                                                 
6
  Véase Voto salvado a la sentencia No. 2042 de la Sala Constitucional de 2 de noviembre de 

2007 en la cual se declaró inadmisible un amparo constitucional ejercido contra el Presidente 

de la República y la Asamblea Nacional, con motivo de la inconstitucional “reforma 

constitucional” de 2007, en Revista de Derecho Público, No. 112 (Estudios sobre la reforma 

constitucional), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2007, pp. 642 ss. 
7
   Véase sobre los procedimientos de revisión constitucional en Venezuela Y América latina, 

Allan R. Brewer-Carías, “Modelos de revisión constitucional en América Latina”, en Walter 

Carnota y Patricio Marianello (Directores), Derechos Fundamentales, Derecho Constitucional 
y Procesal Constitucional, Editorial San Marcos, Lima 2008, pp. 210-251 

8
   Véase Allan R. Brewer-Carías, “El juez constitucional vs. la supremacía constitucional O de 

cómo la jurisdicción constitucional en Venezuela renunció a controlar la constitucionalidad 

del procedimiento seguido para la ‘reforma constitucional’ sancionada por la Asamblea 



entonces que la Reforma Constitucional, una vez aprobada por la Asamblea Nacional 

fue sometida a referendo, que se efectuó en diciembre de 2007, habiendo sido la 

reforma Constitucional propuesta rechazada por el pueblo.  

Ello no impidió, sin embargo, que las propuestas de la rechazada 

“reforma” hubieran sido parcialmente ejecutadas en forma irregular y al 

margen de la Constitución mediante leyes ordinarias, de manera que 

paralelamente a la discusión de la Reforma Constitucional se sancionó la Ley 

de los Consejos Comunales,
9
 y la Ley de la Comisión de Planificación 

Centralizada.
10
 Luego de rechazada formalmente la Reforma Constitucional, 

en 2008 también se buscó implementar su contenido mediante la emisión de 

un conjunto de decretos leyes,
11
 como el Decreto Ley Nº 6.130 de 2008, 

contentivo de la Ley para el Fomento y Desarrollo de la Economía Popular,
12
 

                                                                                                                                                     
Nacional el 2 de noviembre de 2007, antes de que fuera rechazada por el pueblo en el 

referendo del 2 de diciembre de 2007,” en Eduardo Ferrer Mac Gregor y César de Jesús 

Molina Suárez (Coord.), El juez constitucional en el Siglo XXI, Universidad nacional 
Autónoma de México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, México 2009, Tomo I, pp. 385-

435.  
9
  Véase en Gaceta Oficial N° 5.806 Extra. de 10-04-2006.  Véase Allan R. Brewer-Carías, “El 

inicio de la desmunicipalización en Venezuela: La organización del Poder Popular para 

eliminar la descentralización, la democracia representativa y la participación a nivel local”, en 

AIDA, Opera Prima de Derecho Administrativo. Revista de la Asociación Internacional de 
Derecho Administrativo, Universidad Nacional Autónoma de México, Facultad de Estudios 

Superiores de Acatlán, Coordinación de Postgrado, Instituto Internacional de Derecho 

Administrativo “Agustín Gordillo”, Asociación Internacional de Derecho Administrativo, 

México, 2007, pp. 49 a 67. 
10
  Véase en Gaceta Oficial N° 5.841, Extra. de 22 de junio de 2007. Véase Allan R. Brewer-

Carías, "Comentarios sobre la inconstitucional creación de la Comisión Central de 

Planificación, centralizada y obligatoria”, Revista de Derecho Público”, No. 110, (abril-junio 
2007), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2007, pp. 79-89. 

11
  Véase Lolymar Hernández Camargo, “Límites del poder ejecutivo en el ejercicio de la 

habilitación legislativa: Imposibilidad de establecer el contenido de la reforma 

constitucional rechazada vía habilitación legislativa,” en Revista de Derecho Público 115 
(Estudios sobre los Decretos Leyes), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2008, pp. 
51ff.; Jorge Kiriakidis, “Breves reflexiones en torno a los 26 Decretos-Ley de julio-agosto de 

2008, y la consulta popular refrendaría de diciembre de 2007,” id., pp. 57ff.; José Vicente Haro 
García, “Los recientes intentos de reforma constitucional o de cómo se está tratando de 

establecer una dictadura socialista con apariencia de legalidad (A propósito del proyecto de 

reforma constitucional de 2007 y los 26 decretos leyes del 31 de julio de 2008 que tratan de 

imponerla),” id., pp. 63 ss; Ana Cristina Nuñez Machado, “Los 26 nuevos Decretos-Leyes y los 
principios que regulan la intervención del Estado en la actividad económica de los 

particulares,” id., pp. 215-20; Aurilivi Linares Martínez, “Notas sobre el uso del poder de 
legislar por decreto por parte del Presidente venezolano,” id., pp. 79-89; Carlos Luis Carrillo 
Artiles, “La paradójica situación de los Decretos Leyes Orgánicos frente a la Ingeniería 
Constitucional de 1999,” id., pp. 93-100; Freddy J. Orlando S., “El “paquetazo,” un conjunto 
de leyes que conculcan derechos y amparan injusticias,”iid., pp. 101-104.. 

12
  Véase en Gaceta Oficial Nº 5.890 Extra. de 31 de julio de 2008. 



o el relativo a la Fuerza Armada Bolivariana,
13
 así como mediante la ejecución 

de una política masiva de estatización de empresas, de ocupación de otras, de 

expropiación y confiscación de toda clase de bienes.
14
 Incluso mediante ley se 

reguló la organización del Distrito Capital, donde tiene su sede Caracas, 

eliminándosele el carácter de entidad local autónoma que regula la 

Constitución,
15
 conforme a la propuesta de reforma constitucional que había 

formulado el Presidente. 

La secuela de todo esto, fue el golpe a la Constitución, el cual es parte, 

técnicamente, del golpe de Estado continuado que institucionalmente ha 

ocurrido en el país desde 1999,
16
 y que se produjo en diciembre de 2010, 

cuando la Asamblea Nacional aprobó un conjunto de leyes destinadas a 

implementar la rechazada reforma constitucional, pero esta vez con un 

definitivo signo marxista, tal como resultó de la declaración del Presidente de 

la República a comienzos de dicho año, de asumir el marxismo,
17
  lo cual fue 

incorporado también ese mismo año 2010, en la Declaración de Principios del 

partido oficial.
 18
 

Ello ocurrió luego de la pérdida de la mayoría de la votación popular en las 

elecciones parlamentarias por parte del partido de gobierno, realizadas en 

septiembre de 2010, donde la oposición llegó a obtener un numero de votos 

                                                 
13
  Véase Decreto Ley N° 6.239, de aley Orgánica de la Fuerza Armada Bolivariana, en Gaceta Oficial N° 

5.933, Extra., de 21 de Octubre de 2009. Véase en general, Alfredo Arismendi A., “Fuerza Armada 

Nacional: Antecedentes, evolución y régimen actual,” in Revista de Derecho Público, N° 115 
(Estudios sobre los Decretos Leyes), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2008, pp. 187-206; 

Jesús María Alvarado Andrade, “La nueva Fuerza Armada Bolivariana (Comentarios a raíz del 

Decreto Nº 6.239, con rango, valor y fuerza de Ley Orgánica de la Fuerza Armada Nacional 

Bolivariana),” id., pp. 207-14 
14
  Véase en general, Antonio Canova González, Luis Alfonso Herrera Orellana, and Karina 

Anzola Spadaro, ¿Expropiaciones o vías de hecho? (La degradación continuada del derecho 
fundamental de propiedad en la Venezuela actual,” Funeda, Universidad Católica Andrés 
Bello, Caracas 2009 

15
  Véase en Gaceta Oficial N° 39.156, de 13 de abril de 2009. Véase en general, Allan R. Brewer-

Carías et al., Leyes sobre el Distrito Capital y el Área Metropolitana de Caracas, Editorial 
Jurídica Venezolana, Caracas 2009. 

16
   Véase en general, Allan R. Brewer-Carías, Golpe de estado y proceso constituyente en 

Venezuela, Universidad Nacional Autónoma de México, México 2002. 
17
  En su Mensaje anual ante la Asamblea Nacional, el 15 de enero de 2010, el Presidente Chávez 

declaró, que “”asumía el marxismo” aunque confesó qye nunca había leído los trabajos de 

Marx. Véase María Lilibeth Da Corte, “Por primera vez asumo el marxismo,” en El Universal, 
Caracas Jan. 16, 2010, http://www.eluniversal.com/2010/01/16/pol_art_por-primera-vez-

asu_1726209.shtml. 
18  Véase la “Declaración de Principios, I Congreso Extraordinario del Partido Socialista Unido de 

Venezuela,” Apr. 23, 2010, at http://psuv.org.ve/files/tcdocumentos/Declaracion-de-principios-

PSUV.pdf. 



suficiente que le impediría a la bancada oficialista a partir de enero de 2011, 

poder controlar la mayoría calificada de la votación en la Asamblea.  Esas 

elecciones legislativas fueron planteadas por el Presidente de la República y el 

partido oficial, como una suerte de “plebiscito” respecto de su actuación así 

como de sus políticas socialistas que ya habían sido previamente rechazadas por 

el  pueblo en 2007; “plebiscito” que el Presidente de la República y su partido 

perdieron pues la mayoría del país votó en contra de las mismas.  

Sin embargo, al haber perdido el Presidente y su partido el control absoluto 

que ejercían sobre la Asamblea Nacional, lo que en el futuro les impedía 

imponer a su antojo la legislación que quisieran, antes de que los nuevos 

diputados electos a la Asamblea pudieran tomar posesión de sus cargos en 

enero de 2011, en diciembre de 2010, atropelladamente y de nuevo en fraude a 

la voluntad popular y a la Constitución, la deslegitimada Asamblea Nacional 

precedente procedió a la sanción de un conjunto de Leyes Orgánicas mediante 

las cuales se ha terminado de definir, al margen de la Constitución, el marco 

normativo de un nuevo Estado, paralelo al Estado Constitucional, que no es 
otra cosa que un Estado Socialista, Centralizado, Militarista y Policial 

denominado “Estado Comunal.”  

Dichas Leyes Orgánicas son las Leyes Orgánicas del Poder Popular, de las 

Comunas, del Sistema Económico Comunal, de Planificación Pública y 

Comunal y de Contraloría Social.
19 

Además, en el mismo marco de 

estructuración del Estado Comunal montado sobre el Poder Popular se destaca 

la reforma de la Ley Orgánica del Poder Público Municipal, y de las Leyes de 

los Consejos Estadales de Planificación y Coordinación de Políticas Públicas, 

y de los Consejos Locales de Planificación Pública.
20
  

La Asamblea Nacional, además, sancionó una Ley habilitante autorizando al 

Presidente de la República para por vía de legislación delegada, dictar leyes en 

todas las materias imaginables, incluso de carácter orgánico, vaciando así por 

un período de 18 meses, hasta 2012, a la nueva Asamblea Nacional de materias 

sobre las cuales poder legislar. 

                                                 
19
  Véase en Gaceta Oficial Nº 6.011 Extra. de 21-12-2010. Véase en general sobre estas leyes, 

Allan R. Brewer-Carías, Claudia Nikken, Luis A. Herrera Orellana, Jesús María Alvarado 

Andrade, José Ignacio Hernández y Adriana Vigilanza, Leyes Orgánicas sobre el Poder 
Popular y el Estado Comunal (Los consejos comunales, las comunas, la sociedad socialista y 
el sistema económico comunal) Colección Textos Legislativos Nº 50, Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas 2011; Allan R. Brewer-Carías, “La Ley Orgánica del Poder Popular y la 

desconstitucionalización del Estado de derecho en Venezuela,” en Revista de Derecho Público, 
No. 124, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2010, pp. 81-101, 

20
  Véase en Gaceta Oficial Nº 6.015 Extra. de 30-12-2010 



Con estas leyes, sin duda, se decretó una transformación radical del Estado, 

estableciendo un Estado Socialista por el cual nadie había votado, y más bien 

había sido rechazado; con el agravante de que ello se hizo sin reformarse la 

Constitución, sino mediante leyes estableciendo un Estado paralelo al Estado 

Constitucional, denominado Estado Comunal o del Poder Popular. 

Este Estado paralelo  tiene a la Comuna como a su célula fundamental, 

suplantando inconstitucionalmente al Municipio en el carácter que tiene de 

“unidad política primaria de la organización nacional” (art. 168 de la 

Constitución). A través de las Comunas conforme a dichas leyes, ese Estado 

ejerce el Poder Popular, el cual se concreta en el ejercicio de la soberanía 

popular sólo directamente por el pueblo, y no mediante representantes. Se 

trata por tanto, de un sistema político estatal en el cual se ignora la democracia 

representativa violándose así abiertamente  la Constitución de la República. 

La creación del Estado Comunal, en paralelo al Estado Constitucional, se 
basa en un simple esquema constitucional: Como el artículo 5 de la 

Constitución dispone que “La soberanía reside intransferiblemente en el 

pueblo, quien la ejerce directamente en la forma prevista en esta Constitución 

y en la ley, e indirectamente, mediante el sufragio, por los órganos que ejercen 

el Poder Público,” habiéndose estructurado el Estado Constitucional basado en 

el concepto de democracia representativa, es decir, el ejercicio de la soberanía 

en forma indirecta mediante el sufragio (ignorando que también tiene 

previsiones sobre democracia directa); entonces ahora se estructura el Estado 

Comunal, basado exclusivamente en el ejercicio de la soberanía en forma 

directa, siendo la Comuna la célula fundamental de dicho Estado Comunal. 

Ese Estado Comunal, producto del ejercicio de una democracia directa, sin 

sufragio ni representación, irá vaciando progresivamente de competencias al 

Estado Constitucional. Sin embargo, en su organización, se prevé que el 

Estado Comunal ejerce la soberanía en realidad en forma “indirecta,” pues el 

pueblo en definitiva actúa mediante “representantes,” pero que sin embargo no 

se “eligen” mediante sufragio, sino que son “nombrados” para ejercer el Poder 

Popular en nombre del pueblo, y que son denominados “voceros” o 

“vocerías.” 

 El sistema que se busca montar, en definitiva, controlado todo por un 

Ministerio del Ejecutivo Nacional, lejos de ser un instrumento de 

descentralización – concepto que está indisolublemente unido a la autonomía 

política – es un sistema de centralización y control férreo de las comunidades 

por el Poder Central. Por ello la aversión al sufragio. En ese esquema, una 

verdadera democracia participativa sería la que garantizaría que los miembros 

de los Consejos Comunales, las comunas y todas las organizaciones e 



instancias del Poder Popular fueran electas por sufragio universal, directo y 

secreto, y no a mano alzada por asambleas controladas por el partido oficial y 

el Ejecutivo Nacional, en contravención al modelo de Estado democrático y 

social de derecho y de justicia descentralizado establecido en la Constitución.     

Es decir, la supuesta democracia participativa no es más que una falacia, 

pues en definitiva en ese “edificio” del Estado Comunal se le niega al pueblo 

el derecho de elegir libremente, mediante sufragio universal, directo y secreto 

a quienes van a representarlo en todos esos ámbitos. Se trata más bien de un 

“edificio” de organizaciones para evitar que el pueblo realmente ejerza la 

soberanía e imponerle mediante férreo control central políticas por las cuales 

nunca tendrá la ocasión de votar. 

Por otra parte, el principio esencial del régimen político democrático, 

basado en la igualdad, la no discriminación y el pluralismo se rompe desde 

que el sistema de Estado Comunal, paralelo al Estado Constitucional, se 

monta sobre una concepción única, que es el Socialismo, de manera que quien 

no sea socialista está automáticamente discriminado.  

No es posible, por tanto, en el marco de esta ley poder conciliar el 

pluralismo que garantiza la Constitución y el principio de la no discriminación 

por razón de “opinión política” con sus disposiciones que persiguen todo lo 

contrario, es decir, el establecimiento de un Estado Comunal, cuyas instancias 

sólo pueden actuar en función del Socialismo y en las cuales todo ciudadano 

que tenga otra opinión queda excluido.  

Por otra parte, también hay que descartar que el artículo 5 de la Ley 

Orgánica del Poder Popular declara que toda esa concepción de “la 

organización y participación del pueblo en el ejercicio de su soberanía se 

inspira en la doctrina del Libertador Simón Bolívar, y se rige por los 

principios y valores socialistas.”
21
 Ello por supuesto, es históricamente 

insostenible pues no hay forma alguna de poder vincular “la doctrina del 

Libertador Simón Bolívar” con los principios y valores socialistas. En la obra 

de Bolívar y en relación con su concepción del Estado nada puede encontrarse 

al respecto,
22
 no siendo la norma sino una pretensión más de continuar 

manipulando el “culto” a Bolívar para justificar los autoritarismos, como 

tantas veces ha ocurrido antes en nuestra historia. Así fue el caso de Antonio 
                                                 
21
   La misma expresión se utilizó en la Ley Orgánica de las Comunas respecto de la constitución, 

conformación, organización y funcionamiento de las mismas (art. 2); en la Ley Orgánica de los 

Consejos Comunales respecto de los mismos (art. 1), y en la Ley Orgánica de Contraloría 

Social (art. 6).  
22  Véase Allan R. Brewer-Carías, “Ideas centrales sobre la organización el Estado en la Obra del 

Libertador y sus Proyecciones Contemporáneas” en Boletín de la Academia de Ciencias 
Políticas y Sociales, Nº 95-96, enero-junio 1984, pp. 137-151. 



Guzmán Blanco en el siglo XIX, y de Cipriano Castro, Juan Vicente Gómez, 

Eleazar López Contreras y Marcos Pérez Jiménez en el siglo XX. John Lynch 

ha señalado sobre esto que: “El tradicional culto a Bolívar ha sido usado como 

ideología de conveniencia por dictadores militares, culminando con los 

regímenes de Juan Vicente Gómez y Eleazar López Contreras; quienes al 

menos respetaron, mas o menos, los pensamientos básicos del Libertador, aún 

cuando tergiversaron su significado.” Concluye Lynch señalando que en el 

caso de Venezuela, en la actualidad,  el proclamar al Libertador como 

fundamento de las políticas del régimen autoritario, constituye una distorsión 

de sus ideas.
 23
 

Por lo demás, no hay que olvidar que si algo hubiese habido de socialismo 

en las ideas de Bolívar, Karl Marx, quien una década después de haber 

publicado su obra fundamental sobre el comunismo, en conjunto con Engels, 

que fue La ideología alemana,24 escribió la entrada sobre Simón Bolívar en la 

Nueva Enciclopedia Americana editada en Nueva York,
25
 lo habría advertido. 

Lejos de ello, dicho trabajo de Marx más bien, ha sido uno de los escritos más 

críticos sobre Bolívar que se conocen en la bibliografía bolivariana. 

En todo caso, la concepción misma del Estado Comunal para desarrollar y 

consolidar el Poder Popular, se ha formulado ignorando los valores y 

principios constitucionales básicos que tienen que tener todas las instancias de 

gobierno en Venezuela que deben ser “electivos, descentralizados, 

alternativos, responsables, pluralistas y de mandatos revocables.” (Artículo 6 

de la Constitución).  

Al contrario, las “formas de autogobierno comunitarias y comunales, para 

el ejercicio directo del poder” que se regulan en la Ley Orgánica (art. 1), son 

contrarias a la concepción de un Estado descentralizado, siendo carentes de 

autonomía política. Por lo demás, los mecanismos de participación que puedan 

                                                 
23
  Véase John Lynch, Simón Bolívar: A Life, Yale University Press, New Haven 2007, p. 304. 

.Véase también, Germán Carrera Damas, El culto a Bolívar, esbozo para un estudio de la 
historia de las ideas en Venezuela, Universidad Central de Venezuela, Caracas 1969; Luis 
Castro Leiva, De la patria boba a la teología bolivariana, Monteávila, Caracas 1987; Elías 

Pino Iturrieta, El divino Bolívar. Ensayo sobre una religión republicana, Alfail, Caracas 2008; 
Ana Teresa Torres, La herencia de la tribu. Del mito de la independencia a la Revolución 
bolivariana, Editorial Alfa, Caracas 2009. Sobre la historiografía en relación con estos libros 
véase Tomás Straka, La épica del desencanto, Editorial Alfa, Caracas 2009.   

24
  Véase en Karl Marx and Frederich Engels,”The German Ideology,” en Collective Works, Vol. 

5, International Publishers, New York 1976, p. 47. Véanse además los textos pertinentes en 

http://www.educa.madrid.org/cms_tools/files/0a24636f-764c-4e03-9c1d-

6722e2ee60d7/Texto%20Marx%20y%20Engels.pdf  
25  Véase  el trabajo de Karl Marx en The New American Cyclopaedia, Vol. III, 1858, sobre “Bolivar y 

Ponte, Simón,” en http://www.marxists.org/archive/marx/works/1858/01/bolivar.htm   



establecerse conforme a la Constitución no son para vaciar a las estructuras 

del Estado Constitucional, es decir, de los “gobiernos locales y estadales,” 

sino para reforzarlas en la gestión pública. Además, conforme a la 

Constitución, no puede haber gobierno alguno que no sea electivo, 

descentralizado y pluralista; sin embargo, en la Ley Orgánica del Poder 

Popular se define un Estado paralelo que es el Estado Comunal, montado 

sobre “gobiernos” o “autogobiernos” que no son ni electivos, ni 

descentralizados ni pluralistas, sino exclusivamente socialistas.  

La Ley Orgánica regula las diversas instancias del poder popular las cuales 

define como las “diversas y disímiles formas de organización, que edifican el 

Estado Comunal” (art. 2), y que son los consejos comunales, las comunas, las 

ciudades comunales, las federaciones comunales, las confederaciones 

comunales y las otras que surjan de la iniciativa popular.  

Todas estas instancias del Poder Popular, sin embargo, dice la ley (art. 32), 

adquieren personalidad jurídica mediante el registro ante el Ministerio del 

Poder Popular de las Comunas, atendiendo a los procedimientos que se 

establezcan en el Reglamento de la Ley. Con ello, en definitiva, se deja en 

manos del Ejecutivo Nacional la decisión de registrar o no un consejo 

comunal, una comuna o una ciudad comunal, y ello lo hará, por supuesto, 

aplicando la letra de la Ley lo que significa que si no está dominada por 

“voceros” que no sean socialistas, no cabe su registro ni, por tanto, su 

reconocimiento como persona jurídica, así sea producto genuino de una 

iniciativa popular. 

Todas estas instancias del poder popular, por otra parte, como he señalado, 

no tiene carácter representativo. Los “voceros” de las mismas no tienen su 

origen en elecciones efectuadas mediante sufragio directo, universal y secreto. 

Ni siquiera puede decirse que tienen su origen en elecciones indirectas, pues 

en ningún caso hay elección directa de primer grado. Esos voceros son 

“electos” por las asambleas de ciudadanos (arts. 4.6 y 11), y no precisamente 

mediante sufragio universal, directo y secreto como lo prescribe la 

Constitución, sino mediante una supuesta “votación popular” que no es 

organizada por el Poder Electoral, y que se realiza en asambleas abiertas en las 

cuales no hay garantía del sufragio secreto, y son controladas por el gobierno 

central. 

Entre ellas, la pieza clave en la Ley son los Consejos Comunales, definidos 

como la “instancia de participación, articulación e integración entre los 
ciudadanos, ciudadanas y las diversas organizaciones comunitarias, 

movimientos sociales y populares, que permiten al pueblo organizado ejercer 

el gobierno comunitario y la gestión directa de las políticas públicas y 



proyectos orientados a responder a las necesidades, potencialidades y 

aspiraciones de las comunidades, en la construcción de nuevo modelo de 

sociedad socialista de igualdad, equidad y justicia social” (art. 15.1). 

Se destaca de esta definición legal, como se ha dicho, que los Consejos 

Comunales sólo y exclusivamente pueden tener por objeto contribuir a “la 

construcción de un nuevo modelo de sociedad socialista,” en violación al 

principio del pluralismo que establece el artículo 6 de la Constitución, por lo 

que todo aquél ciudadano que no siga o acepte la doctrina socialista no tiene 

cabida en este nuevo Estado paralelo que se busca construir con esta Ley.  

Esta instancia del Poder Popular constituida por los Consejos Comunales 

está regulada en la mencionada Ley Orgánica de los Consejos Comunales,
27
 a 

cuyos “voceros,” incluso, mediante la reforma de la Ley Orgánica del Poder 

Público Municipal de diciembre de 2010, se les ha asignado la función de 

designar a los miembros de las Juntas Parroquiales, las cuales, en 

consecuencia, fueron “degradadas” dejando de ser las “entidades locales” que 

eran, con gobiernos electos por sufragio universal directo y secreto, pasando a 

ser simples órganos “consultivos, de evaluación y articulación entre el Poder 

Popular y los órganos del Poder Público Municipal” (art. 35), cuyos 

miembros, además, los deben designar los voceros de los consejos comunales 

de la parroquia respectiva (art. 35), y sólo de entre aquellos avalados por la 

Asamblea de Ciudadanos “de su respectivo consejo comunal”(at. 36). A tal 

efecto, en forma evidentemente inconstitucional, la Ley de reforma del Poder 

Municipal, decretó la “cesación” en sus funciones de “los miembros 

principales y suplentes, así como los secretarios o secretarias, de las actuales 

juntas parroquiales, quedando las alcaldías responsables del manejo y destino 

del personal, así como de los bienes correspondientes” (Disposición 

Derogatoria Segunda). 

Las Comunas, por su parte, están concebidas en la LOPP como la “célula 
fundamental” del Estado Comunal (artículo 15.2) como el “espacio socialista 

que como entidad local es definida por la integración de comunidades 

vecinas,” donde los ciudadanos, en el ejercicio del Poder Popular, ejercen el 

pleno derecho de la soberanía y desarrollan la participación protagónica 

mediante formas de autogobierno para la edificación del estado comunal, en el 

marco del Estado democrático y social de derecho y de justicia” (art. 1). 

La calificación de las Comunas como “entidades locales” se ha hecho 

ignorando que conforme a la Constitución (arts. 169, 173), esta expresión de 
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  Véase en Gaceta Oficial N° 39.335 de 28-12-2009. 



entidad local sólo se puede aplicar a las entidades políticas del Estado en las 

cuales necesariamente tiene que haber “gobiernos” integrados por 

representantes electos mediante sufragio universal, directo y secreto (arts. 63, 

169) que además, tienen que ser “siempre democrático, participativo, electivo, 

descentralizado, alternativo, responsable, pluralista y de mandatos 

revocables.” Conforme a la Constitución, por tanto, no puede haber “entidades 

locales” con gobiernos que no sean democráticos en los términos 

mencionados, y menos por “representantes” designados por otros órganos 

públicos.  

Pero además de la reforma política para la estructuración del Estado 

Comunal del Poder Popular, en la Ley Orgánica del Sistema Económico 

Comunal,
28
 se lo ha establecido, definiéndolo como”“el conjunto de relaciones 

sociales de producción, distribución, intercambio y consumo de bienes y 

servicios, así como de saberes y conocimientos, desarrolladas por las 

instancias del Poder Popular, el Poder Público o por acuerdo entre ambos, a 

través de organizaciones socio-productivas bajo formas de propiedad social 

comunal” (art. 2)  

Se trata de un sistema económico que se desarrolla exclusivamente “a 

través de organizaciones socio-productivas bajo formas de propiedad social 

comunal” las cuales conforme a la Ley son solamente las empresas del Estado 

Comunal creadas por las instancias del Poder Público; las empresas públicas 

creadas por los órganos que ejercen del Poder Público; las unidades 

productivas familiares; o los grupos de trueque, donde está excluida toda 

iniciativa privada y la propiedad privada de los medios de producción y 

comercialización de bienes y servicios, y está excluida la idea misma de la 

empresa privada.  

Este Sistema Económico Comunal, cuyo establecimiento requería de una 

Asamblea Nacional Constituyente, se configura en paralelo y para sustituir el 

sistema de economía mixta que garantiza la Constitución de 1999, como un 

sistema económico estatista o controlado por el Estado, mezclado con 

previsiones propias de sociedades primitivas y lugareñas que en el mundo 

globalizado de hoy ya simplemente no existen, que presuponen la miseria 

como forma de vida, para regular y justificar el “trueque” como sistema, 

pensando quizás en sociedades agrícolas o recolectoras, donde al fin del día se 

podrían intercambiar unos pescados por una liebre; o una consulta profesional 

de abogado por el planchado de una ropa; y para crear una moneda al margen 

de la de curso legal que es el Bolívar, llamada “moneda comunal” como 

medio de intercambio de bienes y servicios que recuerda a los viejos “vales” 
                                                 
28
  Véase en Gaceta Oficial Nº 6.011 Extra. de 21 de diciembre de 2010 



de las haciendas de hace más de un siglo, donde el campesino estaba 

confinado al ámbito geográfico de la economía que controlaba estrictamente el 

hacendado.  

Por ello es que este sistema económico comunal se lo concibe como la 

“herramienta fundamental para construcción de la nueva sociedad,” que 

supuestamente debe regirse sólo “por los principios y valores socialistas” que 

en esta LOSEC sin fundamento histórico alguno, también se declara que 

supuestamente se inspira en la doctrina de Simón Bolívar (art. 5). 

En ese sistema, la propiedad privada queda reducida a la mínima 

expresión, sustituyéndosela en la Ley por la “propiedad social” como dominio 

del Estado, lo que significa  que en la práctica, no se trata de ningún derecho 

que sea “de la sociedad,” sino del aparato Estatal, cuyo desarrollo, regido por 

un sistema de planificación centralizada, elimina toda posibilidad de libertad 

económica e iniciativa privada, y convierte a las “organizaciones socio-

productivas” en meros apéndices del aparato estatal.  

Ese sistema de “propiedad social comunal” debe ser desarrollado 

exclusivamente a través de “organizaciones socio-productivas bajo formas de 

propiedad comunal,” Siendo denominado como modelo productivo 
socialista, el cual está expresamente definido en la ley como el:  

“modelo de producción basado en la propiedad social, orientado hacia la 

eliminación de la división social del trabajo propio del modelo capitalista. El 
modelo de producción socialista está dirigido a la satisfacción de necesidades 

crecientes de la población, a través de nuevas formas de generación y apropiación 

así como de la reinversión social del excedente.” (art. 6.12) 
Se destaca de esta definición, sus tres componentes fundamentales: 

propiedad social, eliminación de la división social del trabajo y reinversión 

social del excedente; para lo cual los redactores de la norma, sin duda, se 

basaron quizás en algún Manual vetusto de revoluciones comunistas 

fracasadas, han parafraseado en la Ley lo que Carlos Marx y Federico Engels 

escribieron hace más de 150 años, en 1845 y 1846, sobre la sociedad 

comunista.  

En el conocido libro La Ideología Alemana, en efecto, refiriéndose a la 
sociedad primitiva de la época, en muchas partes aún esclavista y en todas, 

preindustrial, después de afirmar que la propiedad es “el derecho de suponer 

de la fuerza de trabajo de otros” y declarar que la “división del trabajo y la 

propiedad privada” eran “términos idénticos: uno de ellos, referido a la 

esclavitud, lo mismo que el otro, referido al producto de ésta,” Marx y Engels 

escribieron que:   

“la división del trabajo nos brinda ya el primer ejemplo de cómo, mientras los 



hombres viven en una sociedad natural, mientras se da, por tanto, una separación entre 

el interés particular y el interés común, mientras las actividades, por consiguientes no 

aparecen divididas voluntariamente, sino por modo natural,
29
 los actos propios del 

hombres se erigen ante él en un poder hostil y ajeno, que lo sojuzga, en vez de ser él 

quien los domine. En efecto, a partir del momento en que comienza a dividirse el 

trabajo, cada cual se mueve en un determinado circulo exclusivo de actividad, que le 

es impuesto y del cual no puede salirse; el hombre es cazador, pescador, pastor o 

crítico, y no tiene más remedio que seguirlo siendo, si no quiere verse privado de los 

medios de vida; al paso que en la sociedad comunista,  donde cada individuo no tiene 

acotado un círculo exclusivo de actividades, sino que puede desarrollar sus aptitudes 

en la rama que mejor le parezca, la sociedad se encarga de regular la producción 

general, con lo que hace cabalmente posible que yo pueda  por la mañana cazar, por la 

tarde pescar y por la noche apacentar ganado, y después de comer, si me place, 

dedicarme a criticar, sin necesidad de ser exclusivamente cazador, pescador, pastor o 

crítico, según los casos.”
30
   

Los redactores de la Ley, por tanto, no se han percatado de que las 

sociedades contemporáneas ya no se reducen a ser aquellas que vivían de la 

caza y de la pesca, o de la siembra y cría de animales, y de que en las 

sociedades globalizadas de la actualidad, es imposible no basar la producción 

en la división social del trabajo; y además, parece que ni siquiera se han 

percatado que después de tantos años de estancamiento y de miseria, tratando 

de imponer la sociedad comunista, el desarrollo del sistema capitalista es el 

que le ha permitido a China catapultarse económicamente, aún cuando 

sometida a una dictadura del Estado capitalista; y que en Cuba, el régimen 

comunista clama por su auto eliminación para lo cual en 2011 ha comenzado a 

lanzar a la calle a decenas de miles de antiguos asalariados o servidores del 

Estado, para forzarlos a desarrollar iniciativas privadas, basadas en la supuesta 

“esclavitud” de la división social del trabajo y en el supuesto producto de esa 

esclavitud, que es la propiedad, convencidos de que en el mundo 

contemporáneo no es posible “la eliminación de la división social del trabajo” 

como en cambio se propugna en el artículo 6.12 de la Ley del Sistema 

Económico Comunal, y de que sólo, precisamente, mediante la división social 

del trabajo, es posible la producción industrial, la generación de empleo y la 

generación de riqueza. 
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  Esta división “natural” se daba según Marx y Engels “en atención a las dotes físicas (por 

ejemplo, la fuerza corporal), a las necesidades, las coincidencias fortuitas, etc.”  
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  Véase en Karl Marx and Frederich Engels,”The German Ideology,” en Collective Works, Vol. 

5, International Publishers, New York 1976, p. 47. Véanse además los textos pertinentes en 

http://www.educa.madrid.org/cms_tools/files/0a24636f-764c-4e03-9c1d-

6722e2ee60d7/Texto%20Marx%20y%20Engels.pdf  



Por otra parte, para eliminar toda forma de generar riqueza y con ello, de 

trabajo libre y la generación de empleo, además de imponer la propiedad 

social, la ley Orgánica declara como pieza esencial del nuevo sistema 

económico comunal, la necesaria “reinversión social del excedente,” como 

principio esencial que rige las organizaciones socio-productivas, definida 

como “el uso de los recursos remanentes provenientes de la actividad 

económica de las organizaciones socio-productivas, en pro de satisfacer las 

necesidades colectivas de la comunidad o la comuna, y contribuir al desarrollo 

social integral del país” (art. 6.19). Con este principio, los redactores de la Ley 

incorporaron a su articulado, otros de los pilares del sistema comunista, tal 

como fue concebido por Marx y Engels, como contrapuesto al sistema 

capitalista, y es la necesaria “reinversión social de excedente” producto de la 

actividad económica. Lo cierto es que al contrario, las sociedades industriales 

se desarrollaron económicamente gracias a la acumulación del excedente 

económico que genera el empresario privado y a la reinversión de este 

excedente para generar mayor crecimiento, que fue en definitiva lo que generó 

la industrialización.  

Basada, por tanto, en los principios utópicos comunistas de la “propiedad 

social de los medios de producción,” la “eliminación de la división social del 

trabajo” y la “reinversión social del excedente,” la Ley está sin duda 

concebida para implantar en Venezuela el sistema comunista como contrario 

al sistema capitalista.  

Por supuesto, todo este sistema de economía comunal, como sistema de 

producción socialista está sometido a una planificación centralizada bajo el 

control directo del Poder Ejecutivo nacional, donde está proscrita toda 

iniciativa privada para su conducción, como se dijo, la ley ha establecido un 

Ministerio de las Comunas, como “órgano coordinador de las políticas 

públicas relacionadas con la promoción, formación, acompañamiento integral 

y financiamiento de los proyectos socio-productivos, originados del seno de 

las comunidades, las comunas o constituidos por entes del Poder Público 

conforme a lo establecido en el Plan de Desarrollo Económico y Social de la 

Nación, las disposiciones de la Ley, su Reglamento y demás normativas 

aplicables” (art 7), al cual se le asignan competencias que van desde otorgar la 

personalidad jurídica a las organizaciones socio-productivas, hasta dictar las 

políticas y lineamientos en materia de economía comunal, y proyectos socio-

productivos, así como asignar los recursos para el desarrollo de las 

organizaciones socio-productivas.  



Todo este Estado Comunal y el Sistema Económico Comunal que se 

regulan e estas leyes de 2001, en todo caso, se han establecido como formando 

un “Estado paralelo” al Estado Constitucional.  

Se trata así, de dos Estados establecidos en paralelo, uno en la 

Constitución y otro en una ley inconstitucional, pero con previsiones en la ley 

que de llegar a ser aplicadas, permitirán al Estado Comunal ahogar y secar al 

Estado Constitucional, como en botánica lo hace el árbol Ficus benjamina L., 

originario de la India, Java y Bali, muy conocido en nuestros países de 

América Latina como “matapalo” que puede crecer como "estranguladora", 

rodeando al árbol huésped hasta formar un tronco hueco, destruyéndolo. 

Por ello, en la Ley Orgánica del Poder Popular se establecen una serie de 

previsiones para regular las relaciones entre el Estado o el Poder Público y el 

Poder Popular, y que son las siguientes:   

En primer lugar, se establece como obligación legal para los órganos, 

entes e instancias del Poder Público el promover, apoyar y acompañar las 

iniciativas populares para la constitución, desarrollo y consolidación de las 

diversas formas organizativas y de autogobierno del pueblo (art. 23). En 

particular, incluso, la Ley Orgánica de Comunas dispone que “los órganos 

integrantes del Poder Ciudadano apoyarán a los consejos de contraloría 

comunal a los fines de contribuir con el cumplimiento de sus funciones” (art. 

48). 

En segundo lugar, se sujeta a todos los órganos del Estado Constitucional 
que ejercen el Poder Público, a los mandatos de las organizaciones del Poder 

Popular, al instaurarse un nuevo principio de gobierno, consistente en 

“gobernar obedeciendo.” El artículo  24 de la LOPP en efecto dispone:  

Artículo 24. Actuaciones de los órganos y entes del Poder Público. Todos 

los órganos, entes e instancias del Poder Público guiarán sus actuaciones por 

el principio de gobernar obedeciendo, en relación con los mandatos de los 

ciudadanos, ciudadanas y de las organizaciones del Poder Popular, de acuerdo 

a lo establecido en la Constitución de la República y las leyes. 

Como las organizaciones del Poder Popular no tienen autonomía política 

pues sus “voceros” no son electos democráticamente mediante sufragio 

universal, directo y secreto, sino designados por asambleas de ciudadanos 

controladas e intervenidas por el partido oficial y el Ejecutivo Nacional que 



controla y guía todo el proceso organizativo del Estado Comunal, en el ámbito 

exclusivo de la ideología socialista, sin que tenga cabida vocero alguno que no 

sea socialista, en definitiva esto de “gobernar obedeciendo” es una limitación 

a la autonomía política de los órganos del Estado Constitucional electos, como 

la Asamblea nacional, los Gobernadores y Consejos legislativos de los 

Estados y los Alcaldes y Concejos Municipales, a quienes se le impone en 

definitiva la obligación de obedecer lo que disponga el Ejecutivo Nacional y el 

partido oficial enmarcado en el ámbito exclusivo del socialismo como doctrina 

política. La voluntad popular expresada en la elección de representantes del 

Estado Constitucional, por tanto, no tiene valor alguno, y al pueblo se le 

confisca su soberanía trasladándola de hecho a unas asambleas que no lo 

representan. 

En tercer lugar, en particular, se establece la obligación para el Poder 
Ejecutivo Nacional, para que “conforme a las iniciativas de desarrollo y 

consolidación originadas desde el Poder Popular,” planifique, articule y 

coordine “acciones conjuntas con las organizaciones sociales, las 

comunidades organizadas, las comunas y los sistemas de agregación y 

articulación que surjan entre ellas, con la finalidad de mantener la coherencia 

con las estrategias y políticas de carácter nacional, regional, local, comunal y 

comunitaria”(art. 25). 

En cuarto lugar, se establece la obligación para los órganos y entes del 
Poder Público en sus relaciones con el Poder Popular, de dar “preferencia a las 

comunidades organizadas, a las comunas y a los sistemas de agregación y 

articulación que surjan entre ellas, en atención a los requerimientos que las 

mismas formulen para la satisfacción de sus necesidades y el ejercicio de sus 

derechos, en los términos y lapsos que establece la ley” (art. 29). Igualmente 

se prevé que los órganos, entes e instancias del Poder Público, en sus 

diferentes niveles político-territoriales, deben adoptar “medidas para que las 

organizaciones socio-productivas de propiedad social comunal, gocen de 

prioridad y preferencia en los procesos de contrataciones públicas para la 

adquisición de bienes, prestación de servicios y ejecución de obras” (art. 30).
32
  

En quinto lugar, se establece la obligación para la República, los estados y 
municipios, de acuerdo con la ley que rige el proceso de transferencia y 

descentralización de competencias y atribuciones, la obligación de trasferir “a 
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    En particular, conforme al artículo 61 de la Ley Orgánica de las Comunas, se dispone que 

“todos los órganos y entes del Poder Público comprometidos con el financiamiento de 

proyectos de las comunas y sus sistemas de agregación, priorizarán aquéllos que impulsen la 

atención a las comunidades de menor desarrollo relativo, a fin de garantizar el desarrollo 

territorial equilibrado. 



las comunidades organizadas, a las comunas y a los sistemas de agregación 

que de éstas surjan; funciones de gestión, administración, control de servicios 

y ejecución de obras atribuidos a aquéllos por la Constitución de la República, 

para mejorar la eficiencia y los resultados en beneficio del colectivo” (art. 

27).
33
  

Con ello, se dispone legalmente el un proceso de centralización desde las 

entidades formalmente descentralizadas, mediante el vaciamiento de 

competencias de los Estados y Municipios, de manera que queden como 

estructuras vacías, con gobiernos representativos electos por el pueblo pero 

que no tienen materias sobre las cuales gobernar. 

Con esta Ley Orgánica marco del Poder Popular, no cabe duda de la 

decisión política adoptada en diciembre de 2010 por la completamente 

deslegitimada Asamblea Nacional que había sido electa en 2005, pues ya no 

representaba a la mayoría de la voluntad popular que se expresó el 26 de 

septiembre de 2010 en contra del Presidente de la República, de la propia 

Asamblea Nacional y de la política socialista que han adelantado; en 

imponerle a los venezolanos en contra de la voluntad popular y en fraude a la 

Constitución, un modelo de Estado Socialista, denominado “Estado 

Comunal,” basado en el ejercicio del Poder Popular por el pueblo, como 

supuesta forma de ejercicio de la soberanía en forma directa (lo que no es 

cierto pues se ejerce mediante “voceros” que lo “representan” y que no son 

electos en votaciones universales, directas y secretas); modelo de Estado 

Socialista establecido en forma paralela al Estado Constitucional (el Estado 

federal descentralizado, democrático y social, de derecho, y de justicia 

previsto en la Constitución de 1999) establecido para el ejercicio del Poder 

Público por el pueblo tanto en forma indirecta mediante representantes electos 

en votaciones universales, directas y secretas, como en forma directa mediante 

los mecanismos autorizados en la Constitución, donde se incluye a las 

Asambleas de Ciudadanos.  

Esta regulación, en paralelo, de dos Estados y dos formas de ejercicio de la 

soberanía, uno, el Estado Constitucional regulado en la Constitución y el otro, 

el Estado Comunal o Estado Socialista regulado en leyes orgánicas 

inconstitucionales, se ha dispuesto en forma tal que como se ha dicho el 

segundo irá estrangulando al primero, rodeándolo hasta formar un tronco 

hueco, destruyéndolo.   
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  Esta misma norma se repite en la Ley Orgánica de las Comunas (art. 64). El 31 de diciembre de 

2010, quedó pendiente en la Asamblea Nacional la segunda discusión del proyecto de Ley 

Orgánica del Sistema de Transferencia de Competencias y atribuciones de los Estados y 

Municipios a las organizaciones del Poder Popular.  



En esta forma, al fraude a la Constitución, que ha sido la técnica 

constantemente aplicada por el gobierno autoritario en Venezuela desde 1999 

para imponer sus decisiones a los venezolanos al margen de la Constitución,
34
 

se suma ahora el fraude a la voluntad popular, al imponerle a los venezolanos 

mediante leyes orgánicas, un modelo de Estado por el cual nadie ha votado y 

que cambia radical e inconstitucionalmente el texto de la Constitución de 

1999, que no ha sido reformado conforme a sus previsiones, en abierta 

contradicción al rechazo popular mayoritario que se expresó en diciembre de 

2007 a la reforma constitucional que se intentó realizar incluso violando la 

propia Constitución, y al rechazo popular mayoritario del pueblo expresado 

respecto de la política del Presidente de la República y de su Asamblea 

Nacional con ocasión de las elecciones parlamentarias del 26 de septiembre de 

2010. 

Heidelberg, 14 de septiembre de 2011 

                                                 
34  Véase Allan R. Brewer-Carías, Reforma constitucional y fraude a la Constitución (1999-2009), 

Academia de Ciencias Políticas y Sociales, Caracas 2009; Dismantling Democracy. The 
Chávez Authoritarian Experiment, Cambridge University Press, New York 2010.  


